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ABSTRAC. 

The displaced population in Colombia, is one of the most vulnerable, due to the indices 

of violence and exile that is constantly produced by illegal armed groups, for the State, this has 

been a problematic, where a number of fundamental rights, the main one being Health. 

Through this work a jurisprudential line will be drawn up, where the sentences that 

precede the topic will be identified, as well as a problem question will be asked, a response will 

be sought, where it will be determined if the state protects the health of the their displaced, or if 

they must request it in an arbitrary manner, requesting before the judges the protection of their 

rights over all of us and that leads to the following question: How does the constitutional court 

protect the right to health of the displaced population? The answer to this, will be developed, by 

means of statistical graphs and the different pronouncements of the high courts, as soon as the 

subject refers. 

 

RESUMEN 

La población desplazada en Colombia, es una de las más vulnerables, debido a los 

índices de violencia y destierro que constantemente se produce por parte de los grupos armados 

ilegales, para el Estado, este ha sido una problemática, donde se vulneran un sin número de 

derechos fundamentales, siendo el principal de ellos la Salud. 

A través del presente trabajo se realizara una línea jurisprudencial, donde se 

identificaran las sentencias que más preceden sobre el tema, así mismo se plantea una pregunta 

problema, se buscara dar respuesta, donde se determinara si el estado de manera autónoma 

protege la salud de sus desplazados, o si estos deben solicitarlo de manera arbitraria, solicitando 

ante los jueces la protección de sus derechos sobre todo  el que nos ocupa y que lleva al siguiente 

interrogante ¿De qué manera protege la corte constitucional el derecho a la salud de la población 
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desplazada? La respuesta a ello, será desarrollada, por medio de graficas estadísticas y los 

distintos pronunciamientos de las altas cortes, en cuanto el tema se refiere. 

 

INTRODUCCION 

 

La población desplazada en Colombia es una de las urbes más  vulneradas a través de 

los años debido a los conflictos internos de este país, sin embargo no solo el conflicto genera 

estos tipos de traslados abruptos pero si es la causa más relevante,  a consecuencia de esto las 

personas víctimas  del desplazamiento se les han vulnerado  derechos fundamentales como son: 

derecho a la vida, derecho a una vivienda digna, derecho a la salud, derecho al mínimo vital  

entre otros,  el gobierno nacional crea normas, decretos para la protección y mitigación de los 

mismos, sin embargo  las personas en condición de desplazados recurren en muchas ocasiones en 

acciones para la que se les respete los derechos que se le vulneran y que están descritos en la 

Constitución Política de Colombia. Al ser Colombia el segundo país con más desplazados 

internos del mundo después de Sudan y Angola, los esfuerzo que ha hecho el gobierno nacional 

es tratar de resolver la manutención o más bien la supervivencia de esta población, sin embargo, 

no ha sido suficiente para resolver la problemática interna y generarle a esta población lo mínimo 

para su sobrevivencia digna. En este trabajo se filtrará jurisprudencia de la Corte Constitucional 

en la que se ha pronunciado referente al derecho a la salud de los desplazados, se realizara una 

línea jurisprudencial en que mostrara como se ha desarrollado la protección de este derecho para 

la población desplazada a causa del conflicto interno colombiano.  
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

El desplazamiento forzado en Colombia   no es una cuestión reciente, se encuentra 

presente desde los años cuarenta, por motivos partidistas en los cuales existían enfrentamientos 

por ideologías en los diferentes partidos políticos al que pertenecían, a consecuencia de esto las 

personas que no tuviesen las mismas creencias o no compartieran las ideologías políticas, eran 

forzados abandonar sus tierras y desplazarse a otros territorios para proteger su integridad física. 

En la actualidad los desastres naturales y los enfrentamientos entre la guerrilla, los paramilitares 

y el ejército, se han convertido en una de las consecuencias del desplazamiento en Colombia, sin 

embargo, cabe anotar que no solo estas razones provocan el desplazamiento, también son la 

búsqueda de nuevas oportunidades para mejorar la calidad de vida, pero la realidad conduce que 

el conflicto armado es la principal causa. Una de las consecuencias más grave, y que serán  

analizadas en este proyecto de investigación, a través de una línea jurisprudencial, será la 

vulneración al derecho de la salud de los desplazados en Colombia y se mostrara como se ha 

pronunciado la Corte Constitucional en las diferentes tutelas que se describirán en este proyecto, 

La Salud,  la cual está establecida en la constitución política  como un derecho social y cultural, 

pero en reiteradas jurisprudencias se ha catalogado como  un derecho fundamental, por 

consiguiente no necesita conexidad con otro derecho para su invocación,  como se indica en el 

Articulo 49, el cual  expresa que se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 

promoción, protección  y recuperación de la salud. “Constitución Política de Colombia” (1991), 

por este motivo surge la siguiente pregunta de investigación, ¿En Colombia de qué manera 

protege la Corte Constitucional el derecho a la salud de la población desplazada? 
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 OBJETIVO GENERAL 

 

Construir la línea jurisprudencial según la corte constitucional, referente al derecho de 

la salud de la población desplazada. 

 

OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 

Identificar la sentencia unificadora frente a la jurisprudencia de la corte constitucional 

con respecto al derecho a la salud de la población desplazada. 

 

Revisar a través de la jurisprudencia de la corte constitucional, como se protege el 

derecho a la salud en la población desplazada. 

 

Desarrollar la línea jurisprudencial encontrando las sentencias Hito y la sentencia 

Fundadora con respecto a la protección del derecho a la salud de la población desplazada. 

 

JUSTIFICACION 

 

El presente trabajo de investigación se desarrolla inicialmente a través de una línea 

jurisprudencial, iniciando por la identificación de sentencias  que han sido pronunciadas por la 

Corte Constitucional,  en relación al derecho de la salud de los desplazados, esto con el fin de dar 

a conocer  como la  Corte Constitucional  Colombiana a través de  jurisprudencia, da  

cumplimiento a lo que  está escrito dentro de  la  Constitución Política,  de acuerdo con los 



7 
 

pronunciamientos se evidenciara como ha sido  la reparación por parte del estado Colombiano, 

de los derechos fundamentales y aún más el derecho a la salud. 

  Este trabajo está dirigido a la sociedad desplazada con el fin de que conozcan los 

pronunciamientos de la corte y cuáles son sus  decisiones respecto a la protección del  derecho a 

la salud, también se dirige a la población civil para que apoyemos el proceso de adaptación y se 

conozcan los daños psicosociales,  que genera ser desplazados por el conflicto interno, a  la 

comunidad académica especialmente a los estudiantes de Derecho, Sociedades, Entidades 

Promotoras de Salud a través de sus representantes legales, para que conozcan los  

pronunciamientos de la Corte Constitucional  de acuerdo a lo expuesto en este proyecto de 

investigación. 

 

MARCO TEORICO 

Para las Naciones Unidas el desplazamiento forzado es “Personas o grupos de personas 

obligados a huir o abandonar sus hogares o sus lugares habituales de residencia, en particular 

como resultado de un conflicto armado, situaciones de violencia generalizados violación de los 

derechos humanos” (ONU, 1998, 4). 

El desplazamiento forzado en Colombia, se ha convertido en uno de las problemáticas 

más graves, en consecuencia, de esto se vulneran derechos que son indispensables para una vida 

digna como lo establece la Constitución Política de Colombia, por este motivo se determinara el 

escenario constitucional y en el cual se enmarca el problema jurídico planteado. 

Para tal desarrollo se tendrá en cuenta los pronunciamientos de las altas cortes, frente a 

la línea jurisprudencial, tomando conceptos del Doctrinante Doctor y PHD Álvaro Andrés Motta 

Navas, Abogado de la Universidad Javeriana y especialista en Derecho Constitucional de la 

Universidad javeriana de Colombia. Doctor en Derechos Humanos y Ordenamiento 
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Constitucional de la Universidad de Laguna en el País de España, D.E.A en Filosofía del 

Derecho de la Universidad de Laguna.  Master en Acción Política y Participación Ciudadana del 

Ilustre Colegio de Abogados de Madrid España, la Universidad Rey Juan Carlos I y la 

Universidad Francisco de Vitoria de España, Giuristi d'Impresa Scuola di Specializzazione 

sull'Aministrazione Pubblica della Università degli Studi di Bologna de Italia. 

Para el anterior doctrinante, basa sus conceptos, en el libro LA IMPORTANCIA DE LA 

JURISPRUDENCIA EN COLOMBIA, donde hace referencia a los pronunciamientos y 

precedentes de las altas cortes, forjando ahínco a la jurisdicción Constitucional, donde por medio 

de su  Jurisprudencia y doctrina hace una importante unificación tanto social  como política para 

la toma de decisiones de tutela en cuanto derechos fundamentales se refiere, hace reiteraciones, 

sin limitarse a resolver solo un conflicto particular, sino creando efectos pedagógicos, donde se 

afianza y prevalece el título constitucional en cuanto el arbitraje y la regulación de vida en 

comunidad se refiere. A través de la Jurisprudencia Constitucional se protege derechos 

fundamentales, sobre todo en aquellos más vulnerables y para el caso en mención, los 

desplazados. Al conocer su línea y precedente, se convierte en marco de referencia para 

autoridades, civiles, particulares y demás que conciernan con los más afectados, asegurando, 

además, los principios y deberes consagrados en la Carta Magna, generando consenso para una 

convivencia pacífica; pues la fuerza jurídica de las sentencias emitidas por la Corte 

Constitucional en sus eventuales revisiones, hace que se tomen decisiones en derecho. 

Hace que las anteriores decisiones, no sean objeto de cosa Juzgada, tal y como lo 

establece la Constitución en su artículo 243, el artículo 175 del código de lo contencioso y 

administrativo, el artículo 15 del código de procedimiento penal y 303 del Código General del 

Proceso. Asegurando así igualdad en cada una de las decisiones tomadas por los altos tribunales. 
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Con base en lo anterior, debemos decir que, al realizar una línea jurisprudencial, sería la 

mejor forma de asegurar una contundente decisión por parte del juez de tutela a favor de quien se 

evidencia la vulneración del derecho, atañendo así que los entes particulares y entidades públicas 

deban cumplir con lo ordenado en el fallo.  

El hecho de sentir seguridad en cuanto la línea jurisprudencial, es debido a que los 

laudos dictados por las altas cortes no tienen tránsito a cosa juzgada por el mismo motivo. 

Los pronunciamientos y sentencias dictadas, tienen características que muy importantes 

y a saber: 

 Obligan en todos los casos futuros y no solo para un caso concreto. 

 Los fallos tienen fundamento constitucional en cuanto a tránsito a cosa juzgada en 

la constitución en su artículo 243 y como fundamenta su legalidad en el artículo 175 del código 

de lo contencioso y administrativo, el artículo 15 del código de procedimiento penal y 303 del 

Código General del Proceso. 

 Los fallos de constitucionalidad cuentan con efectos ERGA OMNES, mientras los 

demás, solo cuentan con efectos inter partes. 

Los fallos de constitucionalidad constituyen una de las fuentes del derecho, por lo tanto, 

al existir los precedentes judiciales, y al realizar una efectiva línea jurisprudencia, el operador 

jurídico deberá evaluar la toma de decisión sobre tal y en caso de hacerlo, deberá justificar en 

debida forma que le llevo apartarse para tomar su decisión. 

Como lo hemos visto anteriormente, podemos entonces ir al escenario constitucional, 

donde podemos determinar el derecho fundamental que más ha sido violado en Colombia y de 

los que más afecta a los desplazados, por lo que la corte constitucional ha debido pronunciarse a 

fin de que estos sean restituidos a través de la acción de tutela, por lo tanto, conlleva a realizar 
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una minuciosa investigación y crear una línea jurisprudencial donde clasificado el derecho 

vulnerado, se establece el respectivo pronunciamiento. 

 

DESARROLLO LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

GRAFICO NO 1: ESCENARIO CONSTITUCIONAL   

  

 

 

En el escenario constitucional, graficado anteriormente  se evidencian  algunos de los 

derechos fundamentales que se ven vulnerados, sin embargo este proyecto se enfocara en el 

derecho a la salud  de las personas desplazadas por el conflicto, se identificara  las decisiones  

más reciente sobre el hecho jurídico planteado, se encontrará el punto arquimédico, y se realizara 

una  descripción  de las demás sentencias, a manera de cronología inversa,  iniciando por la 

sentencia  más reciente hasta llegar a la sentencia  fundadora, a continuación se relaciona las 
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sentencias seleccionadas y en las que la Corte Constitucional se pronuncia respecto al derecho de 

la salud de la población desplazada. 

  

GRAFICO NO 2: LÍNEA JURISPRUDENCIAL 

N

o 
SENTENCIAS SELECCIONADAS 

1 SENTENCIA SU-254 DE 2013 

2 SENTENCIA T-299 DE 2009 

3 SENTENCIA T-821 DE 2007 

4 SENTENCIA T-630 DE 2007 

5 SENTENCIA T-740 DE 2004 

6 SENTENCIA T-025 DE 2004  

7 SENTENCIA T-602 DE 2003 

8 SENTENCIA T-419 DE 2003 

9 SENTENCIA T-098 DE 2002 

 

Se realizará una breve descripción de los pronunciamientos de la Corte Constitucional 

Colombiana en las sentencias anteriormente descritas, para comprender como se le protegió el 

derecho a la salud de esta población. 

 

        Sentencia SU- 254 de 2013 

Magistrado ponente: Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil trece (2013) 

Accionante: Carlos Alberto González Garizabalo y otros 

Accionado: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional.       
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¿Se vulneran los derechos fundamentales de las víctimas del desplazamiento forzado a 

través de los anteriores pronunciamientos que llevo a cabo la revisión de las diferentes 

sentencias? 

 

En esta sentencia se acumulan expedientes por unidad de materia. Sentencia de 

unificación. En este caso se analizan varias acciones de tutela instauradas por víctimas del 

desplazamiento forzado, por la presunta vulneración del derecho fundamental a la reparación 

integral y, como parte de ella, a una indemnización administrativa de todos los daños y perjuicios 

causados por el desplazamiento forzado en el país. La sala aborda los siguientes temas:  

Los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación integral en el marco del 

derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos.  

La jurisprudencia de la corporación en el marco del seguimiento a la sentencia t-025/04 

y sus autos de cumplimiento sobre reparación a víctimas de desplazamiento forzado.  

Los recientes pronunciamientos de la corte constitucional en relación con la ley 1448 de 

2011 o ley de víctimas, especialmente del decreto 4800 de 2011. 

 Artículos 11, 12, 13, 22, 27, 28, 34, 42, 44, 46, 48,49, 50, 51, 64, 65, 67, 93, 229 

C.P. 

 Articulo 132 Ley 1448 de 2011. 

 Articulo 155 Decreto 4800 de 2011. 

Aclaración de voto. 

Magistrado: Dr.  Mauricio González Cuervo  

Sentencia SU 254/13. 
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Indica que esta en discrepancia con la sentencia ya que el Estado, presenta un alto índice 

de desigualdad, ya que bien la población desplazada debe tener un nivel prioritario se le está 

brindado una mayor asistencia social y servicios sociales que al resto de la población en estado 

de vulneración, pero esto no se puede tomar como medida de reparación; por lo tanto, considera 

que el estado debe tomar otro tipo de medidas que si vayan en beneficio de la población 

desplazada. 

RESUELVE. 

Revocar los fallos de primera y segunda instancia que fuesen en contra de los derechos 

fundamentales de los desplazados. 

Revocar parcialmente actos administrativos en cuanto el derecho la verdad y la justicia. 

Conceder la reparación integral y protección de los derechos fundamentales de los 

desplazados. 

Análisis. 

En esta sentencia, se puede apreciar como unifica la jurisprudencia y los precedentes, a 

fin de dar un solo concepto frente a la los Derechos Fundamentales de los Desplazados en 

Colombia, generando sin duda alguna, que la población desplazada es igual a todos los seres 

humanos y sobre todo que en Colombia, ellos hacen parte de su población. 

 

Sentencia T 299 del 27 de abril de 2009 

Magistrados ponentes: Mauricio González Cuervo, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 

Nilson Pinilla Pinilla. 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil nueve (2009) 

Accionante: Raúl Alberto Bermúdez Murillo. 



14 
 

Accionados: Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural – INCODER –, Agencia 

Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Presidencia de la Republica 

de Colombia, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Superintendencia de Notariado y 

Registro, Ministerio de Defensa Nacional, Ejercito Nacional de Colombia, Policía Nacional, 

Policía Nacional – Dirección de Antinarcóticos –, Ministerio del Interior y de Justicia, Consejo 

Nacional de Estupefacientes, Dirección Nacional de Estupefacientes, Ministerio de Ambiente, 

Vivienda y Desarrollo Territorial y Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales.   

¿Determinar si las autoridades accionadas han vulnerado los derechos de los actores al 

negar su inclusión, en el Sistema Único de Registro de la Población desplazada y los beneficios 

que se derivan de la Ley 387 de 1997? 

       

En esta sentencia se invoca la Acción de tutela por vulneración de derechos a la 

población desplazada a la verdad, justicia y reparación integral, la vida digna, el libre desarrollo 

de la personalidad, la educación, la salud, el trabajo, la vivienda digna, la familia y la igualdad. 

El señor Raúl Alberto Bermúdez Murillo, interpuso acción de tutela el día 30 de julio de 

2008, en nombre de los núcleos familiares representados por las personas desplazadas afiliadas a 

su organización, “como consecuencia del desplazamiento forzado originado en los programas de 

erradicación manual y aérea de cultivos ilícitos…conforme a hechos ocurridos desde el 22 de 

febrero de 2006 en los municipios de la Macarena, Mesetas, Vista Hermosa, San Juan de Arama, 

Puerto Concordia y Puerto Rico, en el departamento del Meta, negativa de las entidades 

accionadas a inscribirlos  en el registro único de población desplazada, motivo por el cual han 

dejado de recibir las ayudas humanitarias y otros beneficios que su condición de desplazados les 

brinda. Por lo cual se solicitó decretar a los accionados la inscripción inmediata de las familias 
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demandantes en el sistema de salud, la entrega del subsidio para construcción o adquisición de 

vivienda, la aprobación de un proyecto agropecuario, el acceso a la educación y la entrega de 

subsidio para la constitución de una cooperativa de economía campesina 

Por lo tanto, se solicitó ordenar a los accionados, la restitución de las tierras a las 114 

familias demandantes o en su defecto ordenar la reubicación de las mismas en un lugar acordado 

con ellos, ordenar al INCODER la constitución como zona de reserva campesina el territorio que 

sea restituido o aquel en donde sean reubicadas las familias afectadas; ordenar la reparación 

integral. 

 Artículos: 11, 12, 13, 22, 27, 28, 34, 42, 44, 46, 48, 49, 50, 51, 63, 64, 65, 67, 86, 

87, 93, 229, 241 numeral 9 C.P. 

 Ley 100 de 1993, articulo 157 parágrafo 4. 

 Ley 387 de 18 de julio de 1997 artículos 1, 19, 32, 33. 

 Código del comercio artículo 222. 

 Decreto 2591 de 1991 artículo 23, 33, 36. 

 Decreto 2590 del 2003 artículo 3. 

 Principios rectores de los desplazados artículo 2.  

Ratio. 

Tutelar los derechos fundamentales de los desplazados. 

 

RESUELVE 

El fallo proferido por el Consejo Superior de la Judicatura - Sala Jurisdiccional 

disciplinaria en primera y segunda instancia, y tutela los derechos fundamentales de los 

desplazados en el término establecido en esta Sentencia. 



16 
 

Ordena, a, Acción Social, en coordinación con la Gobernación del Guaviare, la 

Gobernación del Meta, la Alcaldía Municipal de la Macarena, la Alcaldía Municipal de Mesetas, 

la Alcaldía Municipal de Vistahermosa, la Alcaldía Municipal de San Juan de Arama, la Alcaldía 

Municipal de Puerto Concordia, la Alcaldía Municipal de Puerto Rico, la Alcaldía Municipal de 

la Carpa, que en 48 horas,  siguientes a la notificación de esta providencia, se apliquen las 

medidas necesarias para asegurar la atención de la población desplazada a cargo de cada entidad, 

y se realicen las respectivas gestiones de los recursos necesarios para el efecto; inicien las 

acciones necesarias para evaluar la situación de las personas en cuyo nombre se instauró la tutela 

que aún no han sido inscritas en el RUPD, habiendo declarado su condición y comprobando 

haber sido desplazadas por el temor generado por los enfrentamientos entre la acción genuina de 

Fuerza Pública y el accionar ilegal de los grupos armados ilegales que actúan al margen de la 

Ley; explicar  y orientar al grupo de personas  al respecto de los beneficios a que tienen derecho 

por su condición; coordinar con las respectivas entidades encargadas de manejar la oferta 

institucional para la población desplazada el otorgamiento de los beneficios correspondientes.  

Ordenar  a Acción Social que, dentro de los 15 días siguientes a la notificación de esta 

sentencia, coordinen  con la entidad demandante la ubicación  de las personas en cuyo nombre se 

instauró la demanda y que aún no hayan declarado su condición de desplazados, al fin evaluar su 

situación concreta para efectos de definir su inscripción o la negativa de la misma en el Registro 

Único de Población Desplazada; y que se garantice a quienes gozaren la condición de 

desplazados, en los términos de la Ley, su inclusión en los programas y la obtención de los 

beneficios pertinentes. 
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Sentencia T 821 de 5 0ctubre del 2007. 

Magistrado ponente. 

Dra. Catalina Botero Marino. 

Bogotá, D.C, cinco (5) de octubre de dos mil siete (2007). 

Accionante. Rosmira Serrano Quintero 

Accionado. Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

– Acción Social. 

 

¿En el presente caso, la acción de tutela es procedente para garantizar los derechos 

fundamentales de la accionada y sus hijos, la procedibilidad de la acción de tutela para la defensa 

de los derechos fundamentales de la población en situación de desplazamiento? 

¿Adicionalmente, deberá establecer si procede la acción de tutela para solicitar la inscripción en 

el Registro Único de Población Desplazada (RUPD), cuando la persona interesada ha dejado de 

utilizar los recursos administrativos y judiciales a su alcance para tales efectos?   

Demanda. 

Procedencia para ordenar la inscripción en el RUPD, el suministro de información y 

asesoría de manera inmediata clara y precisa sobre los derechos del desplazado 

En esta sentencia se trata sobre la señora Rosmira Serrano Quintero quien fue 

desplazada de su hogar junto con sus dos hijas después de que asesinaran a su esposo frente a 

ellos en vereda limoncito, de Aguachica Cesar, se dirigió a Cúcuta donde manifestó ser víctima 

del desplazamiento forzado, donde la entidad de acción social, después de indagar negaron su 

solicitud de registro de población desplazada,  por lo que fue necesario interponer acción de 

tutela donde se manifestaba violación a los derechos fundamentales, por lo que en revisión de la 
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corte constitucional se ordena el registrar a la señora y sus hijas al RDPD y su vinculación 

inmediata al sistema de salud, la reubicación en hogar digno para vivir.  

Intervenciones. 

Aclaración de voto. 

Magistrado. Dr. Jaime Araujo Rentería. 

Sentencia T821/07 

Su aclaración de voto se basa básicamente en manifestar que: solo se están dando 

órdenes dentro de una sentencia de tutela,  por lo cual no debería ser así, que es igualmente de 

reiterativa o muy similar posible a las sentencias t 025 de 2004 y la sentencia  t 191 del 2007,  ya 

que se está aportando a una orden para hacer cumplir un trámite jurídico,  que es de igual para 

todos y no derechos fundamentales, que es la función de la misma, por tal razón considera que 

no se está dando solución al problema de los desplazados, ya que en cada sentencia nueva hay 

que dar solución con un nuevo pronunciamiento. 

 Artículos: 11, 12, 13, 22, 27, 28, 34, 42, 44, 46, 48, 49, 50, 51, 63,  64, 65, 67, 86, 

87, 93, 229, 241 numeral 9 C.P. 

 Ley 387 de 1997 

 Decreto 2569 de 2000, art. 2, 11, N° 3 

 Decreto 2591 de 1991, art. 6, 33, 34, 35 y 36.  

Ratio  

Protección de los derechos fundamentales de la actora a la inclusión en el RUPD, a la 

ayuda humanitaria, a la estabilización socioeconómica, a la educación y la salud de sus hijas 

menores   
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RESUELVE. 

Revocar las decisiones proferidas por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Cúcuta y 

la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial, que resolvieron en primera 

estancia la acción de tutela impetrada por Rosmira Serrano Quintero contra la Agencia 

Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (Acción Social) 

Conceder la tutela de los derechos fundamentales de la señora Rosmira Serrano 

Quintero y sus hijas menores. 

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 

Acción Social, inscribir de manera inmediata a la señora Rosmira Serrano Quintero y a sus dos 

hijas menores en el Registro Único de Población Desplazada, y, consecuentemente, en el Sistema 

Único de Registro de Desplazados.   

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

Acción Social, que realice todas las gestiones necesarias para que en un plazo no mayor de ocho 

(8 días), contados a partir de la comunicación de la presente sentencia, le entregue a la actora, 

efectivamente, si aún no lo ha hecho, la ayuda humanitaria solicitada, explique y oriente 

adecuadamente, y la acompañe para que pueda acceder a los demás programas de atención para 

población desplazada,  especialmente en lo que respecta a los servicios de salud y educación para 

sus hijas menores, acceso a los programas de estabilización económica y vivienda. 

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

Acción Social que, en un plazo máximo de quince (15) días informe detalladamente a la 

accionante sobre los programas de estabilización económica y los trámites para acceder a ellos 

oportunamente.  En estos términos las autoridades responsables de dar respuesta a las solicitudes 

de ayuda relativas al acceso a alguno de los programas de estabilización económica trabajos 
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temporales, proyectos productivos, capacitación, seguridad alimentaria Y de vivienda, deberán 

dar respuesta de fondo a las solicitudes de la actora dentro del mes siguiente a su formulación de 

conformidad con lo dispuesto en la Sentencia T-025 de 2004. 

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 

Acción Social y a la Secretaría de Salud de Cúcuta, que en el plazo máximo de quince (15 días) 

contados a partir de la notificación de la presente tutela, adelanten de manera coordinada, si aún 

no lo han hecho, todas las acciones necesarias para garantizar el acceso efectivo de la accionante 

y sus hijas al sistema de salud. 

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

Acción Social y a la Secretaría de Educación de Cúcuta, que, en el plazo máximo de un mes, a 

partir de la notificación de la presente tutela, establezcan de manera coordinada todas las 

acciones necesarias para garantizar a las hijas de la accionante, si por razones de edad ya 

tuvieren derecho a ello, el acceso efectivo al sistema educativo.   

Séptimo.- Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 

Internacional  Acción Social que, dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación de la 

presente decisión, previa consulta con la actora, inicie las gestiones necesarias ante el Instituto 

Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER- inscribir los predios rurales de propiedad de la 

señora Rosmira Serrano y de los miembros asesinados y/o desaparecidos de su familia, en el 

Registro Único de Predios Rurales Abandonados –RUP 

Ordena a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

– Acción Social que, si no lo ha hecho aún, estudie la viabilidad de establecer un registro 

especial para población desplazada que abandonó bienes inmuebles rurales y urbanos con el fin 

de identificar a las víctimas que, además de la atención a la población desplazada, tienen derecho 

a la reparación, vía la restitución de sus bienes, o la indemnización.  
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Ordena al Director de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 

Internacional – Acción Social  que, como medida de no repetición de las violaciones de derechos 

humanos que surgen a partir de la negación del Estado de los crímenes cometidos por los grupos 

ilegales,  dentro del mes siguiente a la notificación de la presente providencia, perfeccionen a sus 

funcionarios sobre la grave situación de orden público de la zona de la cual fue desplazada la 

actora (Municipio de Aguachica, sur del César)  teniendo como base, cuando menos, los reportes 

y estadísticas oficiales elaboradas por el propio gobierno.  

 

Ordenar a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

– Acción Social, a la Procuraduría General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo, que por su 

intermedio, dentro del mes siguiente a la notificación de la presente providencia, instruyan a 

todos los agentes de las respectivas entidades para que al  momento de tomar la declaración de 

las personas en situación de desplazamiento interno, les informen sobre sus derechos a la 

propiedad , a la posesión y sobre los mecanismos para el aseguramiento de sus bienes;  las 

acompañen y asesoren en la protección de sus derechos en esta materia.  

 

Exhortar  tanto a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 

Internacional (Acción Social) como a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación para 

que, en cumplimiento de sus funciones legales y reglamentarias, cumplan con la obligación de 

establecer las políticas, los planes y procedimientos destinados a lograr la satisfacción efectiva 

del derecho a la restitución de los bienes de los cuales han sido despojadas durante años gran 

parte de las personas que actualmente se encuentran en situación de desplazamiento forzado. 

Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las Personas 

desplazadas, de conformidad con lo expuesto en la sentencia.  
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Sentencia T 630 del 15 agosto del 2007 

Magistrado ponente 

Dr. Humberto Antonio Sierra Porto 

Bogotá, D.C., quince (15) de agosto de dos mil siete (2007). 

Accionante. Jaime Zambrano Trujillo 

Accionado. Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 

– Acción Social. 

¿Determinar si la negativa de inscribir a un ciudadano, y a su núcleo familiar, en el 

Registro Único de Población Desplazada debido a que en alguna ocasión estuvieron inscritos en 

el Sisbén de un lugar distinto del cual tuvieron que huir; y  si el hecho de haber sido procesado 

penalmente por un delito relacionado con el desarrollo del conflicto armado y luego haber sido 

absuelto impide que una persona sea reconocida como desplazado interno vulnerando sus 

derechos fundamentales? 

Demanda. 

Desplazados internos, Sujetos de especial protección constitucional, tutela a los 

derechos fundamentales de los desplazados. 

La población marginada, en especial la inclusión en el régimen subsidiado de seguridad 

social en salud, se convierte al hecho de que se están vulnerando los derechos fundamentales de 

los desplazados ya que si no aparece como tal en una base de datos no puede obtener su 

respectivos beneficios como desplazado en este tipo de casos la corte ya se había pronunciado y 

definía que  no puede convertirse en un instrumento para negar el acceso a otros programas a 

favor de las personas en condiciones de debilidad manifiesta, como lo es la asistencia 
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humanitaria a la población desplazada. En ese sentido, la aplicación de la encuesta Sisbén y la 

entrega de la identificación correspondiente ratifican las condiciones de extrema pobreza en que 

se encuentra el accionante y su grupo familiar debido al hecho de desplazamiento forzado. 

 Artículos 11, 12, 13, 22, 27, 28, 

34, 42, 44, 46, 48, 49, 50, 53, 86 y 241, numeral 9º de la Constitución Política.  

 Ley 387 de 1997 Art. 1, 2   

 Decreto 2591 de 1991 art. 33, 34 y 35  

 Decreto 2569 del 2000. 

 Convención internacional de Derechos Humanos. Art. 4 parágrafo 126 a 138, art 5 

parágrafo 252 a 279, art 7 parágrafo 149 a 153 y 168, art 11.2 parágrafo 189 a 200, art 21 

parágrafo 173 a 188, art 22. 

Ratio  

Tutelar los derechos fundamentales de los desplazados y su inclusión en el registro 

único de población desplazada. 

RESUELVE 

Revocar las providencias adoptadas por el Juzgado Sexto Penal del Circuito y la Sala 

Penal del Tribunal Superior de Bogotá en primera y en segunda estancia, mediante las cuales se 

negó los derechos fundamentales que solicitaba en amparo el señor Jaime Zambrano Trujillo 

contra Acción Social. 

 Conceder los derechos fundamentales invocados por el señor Jaime Zambrano Trujillo. 

Ordenar a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 

Acción Social, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del 
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presente fallo, proceda a inscribir en el Registro Único de Población Desplazada al señor Jaime 

Zambrano Trujillo y a los integrantes de su núcleo familiar. 

 

Sentencia T – 740 6 de agosto del 2004 

Magistrado ponente 

Dr.  Jaime Córdoba Triviño. 

Bogotá, D. C., seis (6) de agosto de dos mil cuatro (2004).  

Accionantes. Edelberto Quintero Arias, Nilfa Ducuara Yara y Joba González García 

Accionados. Red de Solidaridad Social y otros. 

 

¿Las personas que se encuentran en estado de desplazamiento como consecuencia del 

conflicto armado que afecta al país; tienen que acudir a la acción de tutela para que el Estado 

colombiano cumpla aquello a que está obligado,  Suministrarles a los desplazados lo que 

necesitan para superar sus deplorables condiciones de vida y para permitirles el disfrute de las 

condiciones básicas a que tienen derecho en razón de su sola condición de seres humanos?   

Demanda. 

Derechos fundamentales de los desplazados, Ordenes proferidas por la Corte 

Constitucional para su protección 

Los ciudadanos Edelberto Quintero Arias, Nilfa Ducuara Yara y Joba González García 

interpusieron acción de tutela contra la Red de Solidaridad Social de Ibagué, el Inurbe, Fon 

vivienda y el ICBF, ya que consideraron que estos entes han vulnerado sus derechos 

fundamentales a la vida, a la salud y a la vivienda al negarse a registrarlos como desplazados, al 

no proporcionar la ayuda humanitaria que requieren en razón de la condición de desplazamiento 

en que se hallan o al no continuar con el suministro de esa ayuda.  Por lo que solicitan se ordene 
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a la Red de Solidaridad Social y a las demás entidades, el suministro de ayuda humanitaria, de 

servicios de salud, subsidio de vivienda y el otorgamiento de créditos productivos.   

 

El 15 de agosto de 2003 la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Ibagué tuteló los 

derechos fundamentales invocados por Nilfa Ducuara Yara y Joba González García e impartió 

órdenes a la Red de Solidaridad Social y a Fon vivienda.  No obstante, el fallo fue impugnado 

por la Red de Solidaridad y la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en auto de 8 de octubre 

de 2003, declaró la nulidad de lo actuado.  Esta Corporación afirmó que, como quiera que a los 

Ministerios de Protección Social y Medio Ambiente no se les atribuyera un hecho u omisión que 

justifique su vinculación como accionados, la competencia radicaba en los juzgados de circuito. 

En razón de ello, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Ibagué avocó conocimiento 

y ordenó la vinculación de las entidades accionadas. 

En esas oportunidades ha planteado las profundas implicaciones de ese fenómeno y el 

gran impacto que tiene en los derechos fundamentales de los afectados.  Se ha indicado que las 

connotaciones del desplazamiento son de tal índole, que ya no sólo se está ante la violación 

trascendida y sistemática de los derechos fundamentales de la población directamente afectada 

por él sino ante un fenómeno que, por sus dimensiones, compromete el futuro del país en los 

próximos 30 o 40 años. 

 

La jurisprudencia de manera firme y reiterada, ha protegido los derechos fundamentales 

de la población desplazada y, ya sea en Sala Plena o a través de sus Salas de Revisión, ha 

dispuesto un amplio matiz de medidas orientadas a ese propósito.  No obstante, la trascendencia 

de tales pronunciamientos ha sido limitado pues ha topado con las dificultades generadas, entre 

otras cosas, por la insuficiencia de políticas públicas verdaderamente comprometidas con la 
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solución de la problemática que afecta a la población desplazada y con la falta de la 

disponibilidad presupuestal requerida para el cumplimiento de las políticas adoptadas.  De esta 

manera, muchas órdenes impartidas a autoridades públicas como mecanismo de protección de 

los derechos fundamentales de la población desplazada se reducen, en el mejor de los casos, al 

suministro de tres mercados -uno cada mes-, tres meses de arriendo y la remisión a otras 

entidades públicas para la prestación de servicios de salud, educación, créditos productivos y 

subsidios de vivienda, servicios estos que sólo en ocasiones excepcionales logran concretarse. 

 Artículos 2, 11, 13, 22, 27, 28, 34, 42, 44, 46, 48, 49, 50, 53, 123, 124, 209 C.P. 

 Ley 387 de 1997 art. 2, 7 

 Decreto 2007 de 2001 

 Decreto 2591 de 1991 art. 24, 36 

Ratio. 

Tutelar los derechos fundamentales invocados 

RESUELVE. 

Tutelar los derechos fundamentales invocados por Edelberto Quintero Arias, Nilfa 

Ducuara Yara y Joba González García y sus núcleos familiares. 

Ordenar a la Red de Solidaridad Social la inscripción en el registro nacional de 

población desplazada de Edelberto Quintero Arias y su núcleo familiar y el suministro de la 

ayuda humanitaria a que tiene derecho en razón de la condición de desplazamiento forzado en 

que se halla.  

Ordenar a la Red de Solidaridad Social, a Fon vivienda y al ICBF que los actores 

Edelberto Quintero Arias, Nilfa Ducuara Yara y Joba González García y sus núcleos familiares, 
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sean vinculados a la concepción, diseño y ejecución de las medidas dispuestas en la Sentencia T-

025-04 

 

Sentencia T 025 del 22 de enero 2004 

Magistrado ponente 

 Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 

Bogotá, D. C., veintidós (22) de enero de dos mil cuatro (2004). 

Accionante. Abel Antonio Jaramillo, Adela Polanía Montaño, Agripina María Núñez y 

otros  

Accionado. Red de Solidaridad Social, el Departamento Administrativo de la 

Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de 

Protección Social, el Ministerio de Agricultura, el Ministerio de Educación, el INURBE, el 

INCORA, el SENA, y otros. 

 

¿Procede la acción de tutela para examinar las acciones y omisiones de las autoridades 

públicas respecto de la atención integral a la población desplazada para determinar si problemas 

en el diseño, implementación, evaluación y seguimiento de la respectiva política estatal 

contribuyen de manera constitucionalmente relevante a la violación de sus derechos 

constitucionales fundamentales? 
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¿Se vulnera el derecho de los desplazados al mínimo vital y a recibir pronta respuesta a 

sus peticiones - en particular respecto a la ayuda humanitaria, al restablecimiento económico, a la 

reubicación, a la vivienda, a la atención integral de salud y a la educación - cuando dicho acceso 

está supeditado por las propias autoridades,  a la existencia de recursos que no han sido 

apropiados por el Estado,  al rediseño del instrumento que determina la forma, alcance y 

procedimiento para la obtención de la ayuda,  a que se defina qué entidad asumirá el suministro 

de la ayuda, dado que quien lo hacía se encuentra en proceso de liquidación? 

 

¿Se vulneran los derechos de petición, al trabajo, al mínimo vital, a la vivienda digna, a 

la atención en salud, al acceso a la educación de los actores en el presente proceso, cuando las 

entidades encargadas de otorgar las ayudas previstas en la ley para su atención, (i) omiten dar 

respuesta de fondo, concreta y precisa sobre la ayuda solicitada; o se niegan a otorgar la ayuda 

solicitada, 1) por la falta de apropiación de recursos suficientes para atender las solicitudes, 2) 

por falta de cumplimiento de requisitos legales para acceder a dicha ayuda, 3) por existir un lista 

de solicitudes que deben ser atendidas previamente, 4) por falta de competencia de la entidad 

ante la cual se presenta la solicitud, 5) por cambio de los requisitos y condiciones definidos por 

el legislador para acceder a la ayuda solicitada, 6) porque la entidad ante la cual se presenta la 

solicitud se encuentra actualmente en liquidación?  

Demanda. 

Demanda de tutela, protección de los derechos fundamentales de los desplazados. 

Se trata de personas víctimas de desplazamiento forzado por hechos ocurridos en 

diferentes partes del país, hacía en promedio más de un año y medio al momento de la presente 

demanda, muchos de ellos recibieron algún tipo de ayuda humanitaria de emergencia durante los 
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tres meses siguientes a su desplazamiento, pero ésta nunca llegó a todos, no siempre fue 

oportuna y completa. 

Ellos interpusieron acción de tutela contra la Red de Solidaridad Social, el 

Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, los Ministerios de Salud y del Trabajo y Seguridad Social (Ministerio de 

Protección Social), el Ministerio de Agricultura, el Ministerio de Educación, el INURBE, el 

INCORA, el SENA, así como contra varias administraciones municipales y departamentales, por 

considerar que dichas autoridades no estaban cumpliendo con su misión de protección a la 

población desplazada y por la falta de respuesta efectiva a sus solicitudes en materia de vivienda 

y acceso a proyectos productivos, atención de salud, educación y ayuda humanitaria.  

 

Algunos de los accionantes al momento de la demanda no habían recibido ayuda 

humanitaria a pesar de encontrarse inscritos en el Registro Único de Población Desplazada. En 

muchos casos, había transcurrido un período largo (entre 6 meses y dos años) sin recibir ningún 

tipo de ayuda de parte de la Red de Solidaridad Social o de las otras entidades encargadas de 

atender a la población desplazada. 

 

Por lo tanto la sala tercera de revisión de tutelas indica por medio de presente, las 

condiciones de vulnerabilidad extrema en las cuales se encuentra la población desplazada, así 

como por la omisión reiterada de brindarle una protección oportuna y efectiva por parte de las 

distintas autoridades encargadas de su atención, se han violado tanto a los actores en el presente 

proceso, como a la población desplazada en general, sus derechos a una vida digna, a la 

integridad personal, a la igualdad, de petición, al trabajo, a la salud, a la seguridad social, a la 
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educación, al mínimo vital y a la protección especial debida a las personas de la tercera edad, a la 

mujer cabeza de familia y a los niños. Esta violación ha venido ocurriendo de manera masiva, 

prolongada y reiterada y no es imputable a una única autoridad, sino que obedece a un problema 

estructural que afecta a toda la política de atención diseñada por el Estado, y a sus distintos 

componentes, en razón a la insuficiencia de recursos destinados a financiar dicha política y a la 

precaria capacidad institucional para implementarla por lo cual, tal situación constituye un estado 

de cosas inconstitucional que será declarado formalmente en esta sentencia. 

La Corte Constitucional ordeno al Consejo Nacional Para la Atención Integral a la 

Población Desplazada por la Violencia que asegurara la coherencia entre las obligaciones fijadas 

por las autoridades competentes y el volumen de recursos efectivamente destinados a proteger 

los derechos de los desplazados. En caso de que los compromisos asumidos en la política estatal 

no puedan ser cumplidos, en aras de los principios de transparencia y eficacia, el Consejo debería 

redefinir públicamente tales compromisos, después de ofrecer oportunidades suficientes de 

participación a los representantes de los desplazados, de tal manera que las prioridades sean 

realmente atendidas a todos y cada uno de los desplazados se les asegurara el goce efectivo de 

sus derechos mínimos.  

La corte tomo decisión por sentencias que anteriormente, no habían resuelto la situación 

de los demandantes, o su decisión había sido en contra de los derechos fundamentales de la 

población ya vulnerada a causa del desplazamiento.  

 Artículos 2, 3, 4 -inciso 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 18, 19, 23, 24, 25, 

26, 27, 44, 49, 50, 63 inciso 3, 83, 93, 95 –numerales 1 y 7, 113, 123, 124, 345, 346, 347, 350, 

366 C.P  

 Ley 387 de 1997 art 22, 25 

 Decreto - ley 2591 de 1991 art 10, 38,  
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 Decreto 173 de 1998 

 Decreto 2569 de 2000 art 16, 17, 20, 21, 22, 25, 26 y 27 

Ratio. 

La ratio decisión fue el conceder los derechos mínimos y fundamentales de los 

desplazados. Con base a que se están vulnerando de forma grave, a razón de la precaria 

constitucionalidad del estado para asumir la protección de la población desplazada a causa del 

conflicto y los grupos armados ilegales. 

RESUELVE  

Revocar las sentencias anteriores que de una forma u otra vulneraban los derechos 

fundamentales de los desplazados. 

Conceder los derechos fundamentales de todos los desplazados. 

Instar a las entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención Integral a la 

Población Desplazada y las demás entidades del orden nacional o territorial que reciban de la 

Red de Solidaridad Social solicitudes de cooperación o de informes para el cumplimiento de lo 

resuelto en la sentencia T-025 de 2004 respecto de toda la población desplazada con miras a 

superar la crisis humanitaria y el estado de cosas inconstitucional, para que den respuesta 

oportuna a tales solicitudes. 

Análisis  

Como análisis de esta sentencia, podemos establecer que el Juez constitucional, lo que 

busca es crear un precedente, con el fin de que los derechos de los desplazados sean protegidos 

de manera oportuna y coherente por parte del Estado. Creando igualdad de derechos frente a las 

personas por decirlo de alguna manera del común. 
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Sentencia T- 602 del 23 de julio de 2003 

Magistrado ponente  

Dr. Jaime Araujo Renteria 

Bogotá, D.C, cinco (5) de octubre de dos mil siete (2007). 

Accionante: Ana Zárate de Bernal 

Accionado. Red de Solidaridad Social y el Instituto Nacional de Vivienda de Interés 

Social y Reforma Urbana (INURBE). 

 

¿Con base en los hechos y de acuerdo a pronunciamientos anteriores, la Corte 

determinará, si el derecho al restablecimiento tiene rango constitucional; si están siendo 

vulnerados los derechos de la actora a la igualdad, al restablecimiento de sus derechos sociales, 

al mínimo vital y a la vivienda digna; y cuáles son las decisiones pertinentes para hacer cesar la 

vulneración de dichos derechos?  

Demanda. 

Desplazamiento forzado; Vulneración múltiple masiva y continua de derechos 

fundamentales, la igualdad, al mínimo vital, vivienda digna, y derechos sociales. 

 

Se trata de una familia quienes son víctimas del desplazamiento forzado, solicitaron su 

reconocimiento como tal ante la red de solidaridad y el INURBE,  pero que se les fue negado 

más en una persona de la tercera edad, quien era la solicitante,  en primer pronunciamiento se 

habló de reintegrar  a su territorio como restablecimiento de sus derechos fundamentales, pero 
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que fue apelado por el demandante quien indico que se vulneraban los derechos, en revisión de 

sala se dice que el  restablecimiento consiste en el mejoramiento de la calidad de vida de la 

población desplazada y, para lograrlo, las acciones del Estado, de la cooperación internacional y 

del sector privado, en desarrollo de alianzas estratégicas con el Estado, deben orientarse a 

contrarrestar los riesgos de empobrecimiento y exclusión social. Tales acciones, entonces, deben 

propender por el acceso a la tierra, el empleo en condiciones dignas, el acceso a soluciones de 

vivienda, la integración social, la atención médico asistencial integral,  la nutrición adecuada,  la 

restauración de los activos comunitarios, la reconstitución de las comunidades, el acceso a la 

educación, la participación política efectiva, y  la protección de los desplazados frente a las 

actividades que desgarran el tejido social, principalmente las asociadas al conflicto armado 

interno. 

 Artículos 13, 34, 46, 49, 51, 53, 54, 86 y 241-9 de la C.P 

 Decreto Ley 2591 de 1991 

Ratio. 

 Conceder la tutela de los derechos a la igualdad, al mínimo vital y a la vivienda digna y 

derechos sociales.  

RESUELVE 

Revocar la sentencia proferida el 8 de Noviembre de 2002 por el Juzgado 51 Penal del 

Circuito de Bogotá, por medio de la cual se denegó el amparo a la demandante.  

Conceder la tutela de los derechos fundamentales a la igualdad, al mínimo vital a la 

vivienda digna y derechos sociales a la señora Ana Zárate de Bernal. 

Ordena  al Director Nacional de la Red de Solidaridad Social que, dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes a la notificación de esta sentencia, gestione ante el INCORA, o ante el 
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organismo que haga sus veces, lo necesario para que, en un plazo de seis meses, los bienes 

abandonados forzosamente por la demandante y su grupo familiar sean recibidos y aplicados a la 

adjudicación de una Unidad Agrícola Familiar en los términos del decreto 2007 de septiembre 24 

de 2001, si la actora opta por la reubicación rural, o a una solución de vivienda urbana adecuada, 

si la misma escoge reasentarse en Bogotá D.C. 

Ordena al Director Nacional de la Red de Solidaridad Social que, dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, gestione lo necesario para incluir, 

en un plazo de seis meses, a la demandante y a su grupo familiar en un proyecto productivo 

integral y viable, articulado a un programa de seguridad alimentaria, garantizando al mismo 

tiempo su financiación. 

Ordena al Director Nacional de la Red de Solidaridad que, dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes a la notificación de esta providencia, adelante las gestiones tendientes a 

garantizar la cobertura permanente de los servicios de salud y educación que demanden la actora 

y su grupo familiar. 

 

Sentencia T-419 de 22 de mayo del 2003 

Magistrado ponente. 

Dr. Alfredo Beltrán Sierra 

Bogotá D.C., veintidós (22) de mayo de dos mil tres (2003). 

Accionante. Manuel Salvador Mejía Buitrago y Judith Figueroa Villarruel  

Accionado. Red de Solidaridad Social, Instituto Colombiano de Reforma Urbana 

Inurbe, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Municipios de Ibagué y Neiva. 
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¿Las entidades accionadas, han protegido o no los derechos fundamentales de los 

actores poniendo a disposición los programas que fueron creados para apoyar y asistir a la 

población desplazada? 

Demanda. 

Demanda de tutela derechos fundamentales de los desplazados. 

Explicación. 

 Se trata de dos familias victimas del desplazamiento forzado por persecuciones y 

amenazas donde se vieron obligados abandonar sus territorios y trasladasen al municipio de la 

Plata e Ibagué, donde inscribieron su nueva condición social a la Red de Solidaridad Social 

correspondiente donde interpusieron acciones de tutela por afectación de sus derechos 

fundamentales, pero esta les fue negada en aquo. 

 

En el primer caso se trata de la señora Figueroa quien es madre cabeza de familia y se 

desempeñaba como funcionaria pública en Florencia, motivo por el cual, presentó solicitud de 

traslado teniendo en cuenta su situación de amenazada, pero ello no ha sido posible y 

actualmente se encuentra sin trabajo. 

 

Exponen los actores que han acudido a las entidades encargadas de trabajar con la 

población desplazada realizando todos los trámites necesarios para obtener ayuda humanitaria, 

pero se les ha negado, al igual que la entrega de mercados, protección integral a sus hijos 

menores, vivienda y servicio completo de salud.  Frente a este último punto, dice el señor Mejía 

Buitrago quien es el segundo desplazado que su esposa se encuentra hospitalizada al presentar 

tumor vaginal. 
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Por lo cual incurren a la acción de tutela e impugnación de la misma solicitando la 

protección de sus derechos fundamentales como población desplazada. 

 Artículos. 13, 44, 49, 50, 51, 53, 64, 67, 86, 241, numeral 9° C.P 

 Ley 387 de 1997 

 Ley 707 de 2001 

 Decreto 489 del 1999  

 Decreto 2591 de 1991 art 33 y 34. 

Ratio  

Tutelar los derechos fundamentales a la población desplazada y la mujer cabeza de 

familia. 

RESUELVE. 

Revocar las decisiones anteriores en las que fueron negadas la protección a sus derechos 

como población desplazada, que se dictaron en primera y segunda instancia. 

Conceder la protección impetrada de sus derechos para que estos se cumplan a la mayor 

brevedad posible y ordena: 

Con sujeción a lo dispuesto por la ley 387 de 1997, dentro del ámbito de su competencia 

la Red de Solidaridad Social, iniciará dentro del término de 48 horas las actuaciones pertinentes 

para atender de manera transitoria y prioritaria la necesidad de vivienda de los actores 

desplazados. 

Con sujeción a lo dispuesto por la ley 387 de 1997, la Red de Solidaridad Social dentro 

del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, si aún no lo 

ha hecho, atenderá de manera prioritaria la inclusión de la señora Judith Figueroa Villarruel en 

los programas de capacitación laboral existentes para la población desplazada, así como lo 
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atinente a la orientación y aprobación del Proyecto Productivo presentado por el señor Manuel 

Salvador Mejía Buitrago. 

 

En caso de que los hijos de los actores menores de quince o de nueve años no se 

encuentren estudiando, el Director Nacional de la Red de Solidaridad Social y los Secretarios de 

Educación de Ibagué y Neiva, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la 

notificación de este fallo, ubicaran los cupos para los niños desplazados, para que en forma 

inmediata ingresen a la educación preescolar, primaria o secundaria según sea el caso, sin costo 

alguno. 

 

Así mismo, si los actores y sus familias no cuentan con el servicio de salud, el Director 

Nacional de la Red de Solidaridad Social, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, siguientes 

a la notificación de este fallo, iniciará las diligencias pertinentes para ubicar a los desplazados 

que instauran la presente tutela, en el régimen del Sisbén, sin perjuicio de que comiencen a 

recibir atención médica inmediatamente y eficiente en los hospitales municipales y se entreguen 

los medicamentos necesarios con cubrimiento por parte del Fosyga. 

 

Sentencia T 098 del 14 de febrero 2002 

Magistrado Ponente 

Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA 

Bogotá, D.C., catorce (14) de febrero de dos mil dos (2002). 

Accionante Luz Mosquera Aluma y otros  

Accionado. Red De Solidaridad Social. 
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Luego de analizar la procedencia de la tutela en el presente caso de desplazamiento 

masivo interno de campesinos desde poblaciones de alto riesgo hacia la ciudad de Quibdó. Por 

último, con base en precedentes jurisprudenciales, se indicará la manera cómo se protegen los 

derechos fundamentales en la práctica las órdenes que se dan en los fallos de tutela. 

Demanda 

Procedencia respecto de desplazados Improcedencia respecto de desplazados, 

Vulneración múltiple, masiva y continúa de derechos fundamentales 

La acción de grupo tiene como alcance y es exclusivamente para obtener el 

reconocimiento y pago de indemnización de perjuicios.  Donde no hay la menor duda sobre la 

procedibilidad de la tutela interpuesta por desplazados que señalan concretamente la violación de 

varios de sus derechos fundamentales. 

En esta presente demanda, se solicita el amparo de los derechos a la Salud, la 

Educación, la Vivienda, el trabajo, por lo que el juez atreves de sus facultades y de acuerdo a los 

principios establecidos en la constitución, las normas adoptadas atreves del bloque de 

constitucionalidad toma algunos de los principios del convenio de ginebra, para hacer efectivo el 

cumplimiento de las políticas para personas no combatientes que necesitan especial protección 

del estado. 

Ya enunciado lo anterior se da a conocer los hechos que llevaron a la demanda en grupo 

por población desplazada: En el año de 1997, por presión de los grupos paramilitares, un gran 

número de habitantes de los municipios de Turbo, Bojayá, Carmen de Atrato, Rio Sucio, 

Apartadó,  Cantón de San Pablo, El Carmen, Las Mercedes, El Bagre, Murrí, Chigorodó, Urabá, 

Vigía del Fuerte,  se vieron obligados a abandonar viviendas, bienes y lugares de asentamiento y 
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se trasladaron a la ciudad de Quibdó,  donde se presenta como desplazados,  pero no son tenidos 

en cuenta por la Red de Solidaridad, deciden entonces las cabezas de familia hacer la presente 

demanda indican su grupo familiar y argumentan; “pésimas condiciones de salubridad, lo que 

genera serios problemas de salud sobre todo en los niños, que no ha habido para ellos en Quibdó 

posibilidades de estudio ni de alimentación adecuada”.  

Consideran que se les han violado los siguientes derechos: el derecho a la vida y a la 

dignidad personal, el derecho al trabajo, el derecho a la igualdad, el derecho a la salud, el 

derecho a la vivienda digna, el derecho a la educación y el acceso a la tierra de los trabajadores 

agrarios. 

 Artículos. 1, 2, 7, 8, 11, 13, 49, 51, 53, 64, 66, 67, 86, 277, 278,  

 Decreto 2591 de 1991 art, 25, 27, 36 

 Protocolo II de ginebra art 17 

Ratio. 

Como decisión tutelar los derechos fundamentales, solicitados en la presente demanda  

RESUELVE 

Confirmar las sentencias objeto de revisión, indicadas en el texto de este fallo, en cuanto 

concedieron la tutela. 

Ordenar a los entes responsables de acuerdo a lo establecido por el estado, el proteger y 

cumplir con cada uno de los fallos proferidos y las órdenes impartidas por la Corte en los demás 

casos: 

El Director Nacional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el término de 

cuarenta y ocho horas deberá   iniciar, si es que aún no lo ha hecho, la realización de los 

programas que le corresponden, respecto a los niños que en su condición de desplazados han 
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instaurado las tutelas que motivan el presente fallo. Son especialmente los siguientes programas: 

hogares de bienestar, jardines comunitarios, programa FAMI, intervención nutricional materno 

infantil, mejoramiento y apoyo nutricional para menores de siete años, distribución de sales 

orales a población infantil, distribución de bono alimentario para niños en edad preescolar, 

programa de comedores escolares, creación y asistencia de clubes juveniles.  

 

El Gerente Nacional del INURBE, iniciará en el término de cuarenta y ocho horas, si es 

que no lo ha hecho, los trámites para otorgar, de manera preferencial y rápida, el subsidio 

familiar de vivienda para los desplazados que han interpuesto la tutela que motiva el presente 

fallo. 

El Alcalde Municipal de Quibdó, dentro de la disponibilidad presupuestal, en el término 

de tres meses contribuirá a la solución de las viviendas dignas para los grupos familiares de los 

tutelantes.  

El Director Nacional de la Red de Solidaridad Social y los Secretarios de Educación del 

Chocó y de Quibdó, en el término de cuarenta y ocho horas, buscarán los cupos para los niños 

desplazados que han instaurado las tutelas que se revisan, para que esos niños inmediatamente 

ingresen a la educación preescolar, de primaria y de secundaria hasta el grado 9 y los 15 años de 

edad, sin que para los menores haya costo alguno en cuanto a matrícula y mensualidad.  

El Director Nacional de la Red de Solidaridad Social, en el término de treinta días 

iniciará las diligencias pertinentes para ubicar a los desplazados que instauran la presente tutela, 

en el régimen del SISBEN, sin perjuicio de exigirle al Hospital de Quibdó que desde ya los 

atienda de manera eficiente y les dé los medicamentos necesarios, para luego repetir contra el 

FOSIGA, debiendo esta última entidad, de manera preferente e inmediata, cubrir lo debido.  
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El Director Nacional de la Red de Solidaridad Social, en el término de cuarenta horas, 

en colaboración con el SENA, incluirá en los programas de capacitación a los desplazados que 

instauraron las tutelas objeto de revisión y acelerará los programas y planes comunitarios 

ofrecidos por acuerdos efectuados con los desplazados que se encuentran en Quibdó y que han 

presentado las correspondientes tutelas. 

Con esta breve referencia que se realizó a las sentencias se pudo entender que la Corte 

Constitucional, resolvió el problema jurídico de manera que se le protegió el derecho a la salud 

de la población desplazada por el conflicto armado: 

El problema jurídico con el cual se desarrolló la línea jurisprudencial conlleva en su 

mayoría a proteger los derechos como los se evidencia en las sentencias mencionadas dentro de 

este trabajo de investigación; hay uniformidad en los fallos analizados, porque la Corte resolvió 

si los entes del Estado demandados protegían o vulneraban los derechos fundamentales de la 

población desplazada, como en este caso la salud. 

En todos los pronunciamientos de las sentencias que fueron objeto de revisión de la 

Corte Constitucional y que hicieron parte de este trabajo de investigación se evidencia 

la posición de decisión que da solución positiva al problema jurídico planteado, que en todos los 

casos se determinó que algunos entes del Estado vulneraron de una u otra manera los derechos 

fundamentales de la población desplazada, como es la Salud. 

 La ratio decidendi o razón de decisión, para  todos los casos se basó en la existencia de 

unas relaciones especiales de la población desplazada y el Estado, que de esta relación surgen 

algunas consecuencias jurídicas como la de limitar el ejercicio de algunos derechos 

fundamentales y que, en ningún caso derecho a la salud puede excluirse y mucho menos de una 

población que se encuentra totalmente vulnerada, por lo que la Corte se ha pronunciado 
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reiteradamente sobre la protección de este derecho tanto por el estado, sus entes y las entidades 

privadas. 

Análisis. 

Es esta sentencia se puede establecer como la Corte Constitucional exhorta al estado a la 

verdadera protección de derechos de manera clara, ya que crea precedente fijando así el derecho 

a la Salud de los Desplazados como fundamental y de especial atención del estado. 

 

 

DESARROLLO DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

Después de haber realizado una breve referencia de cada una de las sentencias en las 

que la Corte Constitucional  se ha pronunciado,  en relación al derecho a la salud  de los 

desplazados en Colombia, se mostrara como ha sido el desarrollo jurisprudencial según las 

sentencias anteriormente expuestas,  cuáles han sido las sentencias que han sido nombradas 

dentro de estas y el número de veces que se citan, en el desarrollo de esta línea se podrá 

establecer como la Corte se pronunció y protegió el derecho a la salud de la población 

desplazada, se realizara una muestra de las sentencias que se seleccionaron y la filtración de las 

sentencias importantes y las no importantes,  y como en este procesos se encontraron  la 

sentencia fundadora, sentencia hito, sentencia arquimédica  que nos genera  la respuesta del 

problema jurídico que se planteó en el inicio de este proyecto de investigación. 
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GRAFICOS 

 

 

 

LA SENTENCIA SU-254 DE 2013, 8 oportunidades sentencias no relevantes para 

el problema jurídico 

 

 

SENTENCIAS No. Citas 

SENTENCIA T- 025 DE 2004 17 VECES  

SENTENCIA T-085 DE 2009 8 VECES 

SENTENCIA T-299 DE 2009 8 VECES 

 SENTENCIA T-095 DE 1994 6 VECES 

SENTENCIA T-403 DE 1994 6 VECES 

SENTENCIA  T- 417 DE 2006 4 VECES 

SENTENCIA T-033 DE 1994 4 VECES 

SENTENCIA T-04 DE 1994 3 VECES  

SENTENCIA T-375 DE 1193 3 VECES  

SENTENCIA T-171 DE 1995 3 VECES  

SENTENCIA T-073 DE 2000 3 VECES  

SENTENCIA  T- 821 DE 2007 2 VECES  

SENTENCIA T-170 DE 1999 2 VECES  

SENTENCIA T-458 DE 2010 2 VECES  

SENTENCIA T-188 DE 2007 2 VECES  

SENTENCIA T-098 DE 2002 1 VEZ 

SENTENCIA  T- 419 DE 2003 1 VEZ 

SENTENCIA T-602 DE 2003 1 VEZ 

SENTENCIA  T- 722 DE 2008 1 VEZ 

SENTENCIA T-617 DE 2009 1 VEZ 

SENTENCIA T-222 DE 2008 1 VEZ 

SENTENCIA T-190 DE 2009 1 VEZ 

SENTENCIA T-617 DE 2009 1 VEZ 
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GRAFICO No 3, SENTENCIA SU-254 DE 2013 

 

 

                                 

 
 

 

SENTENCIA T-299 DE 2009, cito 20 oportunidades otras sentencias 
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Series1

SENTENCIAS No de citas 

SENTENCIA T-025 DE 2004 6 Veces 

SENTENCIA T-630 DE 2007 3 veces 

SENTENCIA T-678 DE 2006 3 veces 

SENTENCIA T-327 DE 2001 3 veces 

SENTENCIA T-1346 DE 2001 2 Veces 

SENTENCIA T-095 DE 1994 2 Veces 

SENTENCIA T-403 DE 1994 2 Veces 

SENTENCIA T-592 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIAT-328 DE 2007 1 Vez 

SENTENCIA T-1194 DE 2003 1 Vez 

SENTENCIA T-730 DE 2003 1 Vez 

SENTENCIA T-900 DE 2004 1 Vez 

SENTENCIA T-541 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIA T-675 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIA T-109 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIA T-173 DE 2002 1 Vez 

SENTENCIA T-1009 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIA T-111O DE 2005 1 Vez 
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GRAFICO No 4, SENTENCIA T-299 DE 2009 

                          

 

 

SENTENCIA T-821 DE 2007, cito en 8 ocasiones otras sentencias 
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Series1

SENTENCIA T-158 DE 2006 1 Vez 

SENTENCIA T-1109 DE 2004 1 Vez 

SENTENCIA T-821 DE 2007 1 Vez 

SENTENCIA T-078 DE 2004 1 Vez 

SENTENCIA T-033 DE 1994 1 Vez 

SENTENCIA T-375 DE 1993 1 Vez 

SENTENCIA T- 171 DE 1995 1 Vez 

SENTENCIA T-170 DE 1999 1 Vez 

SENTENCIA T-673 DE 2000 1 Vez 

SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T--328 DE 2007 6 Veces  

SENTENCIA T--268 DE 2003 6 Veces  

 SENTENCIAT-563 DE 2005 4 Veces  

SENTENCIA T-.-882 DE 2005 4 Veces  

SENTENCIA T--740 DE 2004 3 Veces 

SENTENCIA T--175 DE 2005 3 Veces 

SENTENCIA T--882 DE 2005 3 Veces 

SENTENCIA T--468 DE 2006 3 Veces 
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GRAFICO No 5, SENTENCIA T-821 DE 2007 
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SENTENCIA T--563 DE 2005 2 Veces  

SENTENCIA T-1086 DE 2006 2 Veces  

SENTENCIA T--1145 DE 2005 2 Veces  

SENTENCIA T--620 DE 2006 2 Veces  

SENTENCIA T-1076 DE 2005 2 Veces  

SENTENCIA T--086 DE 2006 2 Veces  

SENTENCIA T--191 DE 2007 2 Veces  

SENTENCIA T--025 DE 2004 12 Veces 

SENTENCIA T--327 DE 2001 12 Veces 

SENTENCIA T--1094 DE 2004 10 Veces  

SENTENCIA T--1076 DE 2005 1 vez 

SENTENCIA T--1144 DE 2005 1 vez 

SENTENCIA T--227 DE 1197 1 vez 

SENTENCIA T--136 DE 2007 1 vez 

SENTENCIAT-098 DE 2002 1 vez 

SENTENCIA T--215 DE 2002 1 vez 

SENTENCIA T--188 DE071 1 vez 

SENTENCIA T--919 DE 2004 1 vez 
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SENTENCIA T-630 DE 2007, cito 12 oportunidades otras sentencias 

 
SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T-327 DE 2001 8 veces 

SENTENCIA T-563 DE 2005 7 veces 

SENTENCIA T-1094 DE 2004 6 veces  

SENTENCIA T-025 DE 2004 6 veces  

SENTENCIA T-268 DE 2003 5 veces  

SENTENCIA T-740 DE 2004 2 veces  

SENTENCIA T-468 DE 2006 2 veces  

SENTENCIA T-175 DE 2005 2 veces  

SENTENCIA T-1346 DE2001 2 veces  

  SENTENCIA T-1076 DE 2005 2 veces  

SENTENCIA T-1076 DE 2005 2 veces  

SENTENCIA T-882 DE 2005 1 vez 

SENTENCIA T-790 DE 2003 1 vez 

SENTENCIA T-645 DE 2003 1 vez 

SENTENCIA T-496 DE 2007 1 vez 

SENTENCIA T-328 DE 2007 1 vez 

SENTENCIA T-227 DE 1997 1 vez 

SENTENCIA T-227 DE 1997 1 vez 

SENTENCIA T-215 DE 2002 1 vez 

SENTENCIA T-138 DE  2006 1 vez 

SENTENCIA T-136 DE 2007 1 vez 

SENTENCIA T-098 DE 2002 1 vez 

SENTENCIA T-086 DE 2006 1 vez 

 

GRAFICO No 6, SENTENCIA T-630 DE 2007 
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LA SENTENCIA T-740 de 2004, cito 6 oportunidades otras sentencias. 

 

SENTENCIAS No. CITAS 

SENTENCIA T-721 DE 2003 1 vez 

SENTENCIA T-669 DE 2003 1 vez 

SENTENCIA T-602 DE 2003 1vez 

 SENTENCIA T-645 DE 2003 1vez 

SENTENCIA T-790 DE 2003 1vez 

SENTENCIA T-268 DE 2003 1vez 

SENTENCIA T-419 DE 2003 2 veces  

SENTENCIA T-215 DE 2002 2 veces  

SENTENCIA T-025 DE 2004 4 Veces 

 

GRAFICO No 7, SENTENCIA T-740 DE 2004 
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SENTENCIA T-025 DE 2004, cito 20 veces otras sentencias 

 

SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T-721 DE 2003 9 Veces 

SENTENCIA T-215 DE 2002 9 Veces 

SENTENCIA T-268 DE 2003 9 Veces 

SENTENCIA T-1635 DE 2000 9 Veces 

SENTENCIA T-227 DE 1997 7 Veces 

SENTENCIA T-1346 DE 2001 6 Veces 

SENTENCIA T-602 DE 2003 6 Veces 

SENTENCIA T-419 DE 2003 6 Veces 

SENTENCIA T-327 DE 2001 6 Veces 

SENTENCIA T-068 DE 1998 5 Veces 

SENTYENCIA T-098 DE 2005 4 Veces 

SENTENCIA T-645 DE 2003 4 Veces 

SENTENCIA T-669 DE 2003 4 Veces 

SENTENCIA T-153 DE 1998 4 Veces 

SENTENCIA T-258 DE 2001 3 Veces  

SENTENCIA T-602 DE 2003 3 Veces  

SENTENCIA T-1695 DE 2000 3 Veces  

SENTENCIA T-007 DE 1994 2 Veces 

 SENTENCIA T-014 DE 1994 2 Veces 

SENTENCIA T-574 DE 1994 2 Veces 

SENTENCIA T-308 DE 1995 2 Veces 

SENTENCIA T-091 DE 1996 2 Veces 

SENTENCIA T-001 DE 1997 2 Veces 

SENTENCIA T-080 DE 1998 2 Veces 

SENTENCIA T-790 DE 2003 2 Veces 

SENTENCIA T-606 DE 1998 2 Veces 

SENTENCIA T-772 DE 2003 2 Veces 

SENTENCIA T-595 DE 2002 2 Veces 

SENTENCIA T-088 DE 1999 1 Vez 

SENTENCIA T-655 DE 1998 1 Vez 

SENTENCIA T-327 DE 1993 1 Vez 

SENTENCIA T-053 DE 1994 1 Vez 

SENTENCIA T-881 DE 2001 1 Vez 

SENTENCIA T-145 DE 2002 1 Vez 

SENTENCIA T-172 DE 2002 1 Vez 

SENTENCIA T-387 DE 1995 1 Vez 

SENTENCIA T-149 DE 1995 1 Vez 

SENTENCIA T-443 DE 1995 1 Vez 

SENTENCIA T-300 DE 1996 1 Vez 

SENTENCIA T-082 DE 1997 1 Vez 

SENTENCIA T-303 DE 1998 1 Vez 

SENTENCIA T-795 DE 2003 1 Vez 

SENTENCIA T-590 DE 1998 1 Vez 

SENTENCIA T-847 DE 2000 1 Vez 

SENTENCIA T-607 DE 1998 1 Vez 

SENTENCIA  T-525 DE 1999 1 Vez 

SENTENCIA T-177 DE 1999 1 Vez 

SENTENCIA T-840 DE 1999 1 Vez 
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GRAFICO No 8, SENTENCIA T-025 DE 2004 

 

 

SENTENCIA T-602 DE 2003, cito 7 ocasiones otras sentencias no relevantes para 

el tema. 

 

SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T-268 DE 2003 3 Veces 

 SENTENCIA T-958 DE 2001 3 Veces 

SENTENCIA T-327 DE 2001 2 Veces 

SENTENCIA T-346 DE 2001 1 Vez 

SENTENCIA T-652 DE 1998 1 Vez 

SENTENCIA T-426 DE 1992 1 Vez 

 SENTENCIA T-098 DE 2002 1 Vez 

SENTENCIA T-227 DE 1997 1 Vez 

SENTENCIA T-419 DE 2003 1 Vez 

SENTENCIA T-1319 DE 2001 1 Vez 
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GRAFICO No 9, SENTENCIA T-602 DE 2003 

                     

 

LA SENTENCIA T-419 DE 2003, cito 6 veces otras sentencias 

SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T-1635 DE 2000 1 Vez 

SENTENCIA T-098 DE 2002 1 Vez 

SENTENCIA T-258 DE 2001 1 Vez 

SENTENCIA T-268 DE 2003 1 Vez 

SENTENCIA T-227 DE 1997 1 Vez 

SENTENCIA T-327 DE 2001 1 Vez 

 

GRAFICO No 10, SENTENCIA T419 DE 2003    
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SENTENCIA T-098 de 2002, cito 9 ocasiones otras sentencias 

SENTENCIAS No CITAS 

SENTENCIA T-327 DE 2001 7 Veces 

SENTENCIA T-1635 DE 2000 3 Veces 

SENTENCIA T227 DE 2002 2 Veces 

SENTENCIA T-275 DE 1994 2 Veces 

SENTENCIA T-574 DE 1996 2 Veces 

SENTENCIA T-530 DE 1993  1 Vez 

SENTENCIA T-1365 DE 2000 1 Vez 

SENTENCIAS T-265 DE 1994 1 Vez 

SENTENCIA T-715 DE 1999 1 Vez 

SENTENCIA T-498 DE 1994 1 Vez 

SENTENCIA T-07 DE 1995 1 Vez 

SENTENCIA T-342 DE 1994 1 Vez 

SENTENCIA T-942 DE 2000 1 Vez 

SENTENCIA T-081 DE 2000 1 Vez 

 

GRAFICO No 11, SENTENCIA T-098 DE 2002 
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GRAFICO No 12: Cuadro resumen “nicho citacional” 

 

 

RESULTADOS. 

 

Como resultados podemos entonces encontrar las sentencias Hito, Fundadora, Y La 

Sentencia Unificadora las cuales se logran obtener a partir de los múltiples pronunciamientos de 

otra serie de sentencias. 

1. La sentencia hito es la T-025 del 2004 

2. La sentencia fundadora es la T 098 del 2002 puesto que es la que entra proclamar 

el derecho a la salud en la población desplazada como fundamental, basados en la sentencia C 

225 de 1995 de acuerdo al protocolo de ginebra, y que es la sentencia que realmente se pronuncia 

en salud para la población en estado de vulneración por desplazamiento. 
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3. La sentencia T 821 del 2007 que, aunque no es muy relevante esta nombra la 

sentencia hito en 12 ocasiones y es esta la que indica la procedibilidad de la tutela ante demanda 

por desplazamiento forzado. 

4. Se encontraron otra serie de sentencias que hablo sobre la vulneración de los 

derechos en población desplazada pero que solo se limitaba a algunos casos específicamente a 

saber (vivienda digna, la educación, la igualdad y protección a la producción de alimentos). 

5. La sentencia T- 299 del 2009 es la sentencia donde se estudia como protegen o 

vulneran las entidades en cargadas del registro único de desplazados sus derechos y los 

beneficios que consigo traen el estar en este registro. 

6. La sentencia SU 254 del 2013 nos trae a colación todos los pronunciamientos en 

cuanto a vulneración de derechos fundamentales de los desplazados y es de esta la que tomamos 

como arquimédica y que nos permite llegar en línea regresiva hasta la sentencia hito y la 

sentencia fundadora en cuanto derecho a la salud de la población desplazada. 

 

MARCO METODOLOGICO 

 

La metodología empleada en este proyecto de investigación es cualitativa, se investiga a 

través de fuentes bibliográficas y jurisprudencia de la Corte Constitucional con el objetivo de 

obtener información que permita entender los pronunciamientos y la jurisprudencia de la 

protección del Derecho a la Salud de los Desplazados. 

Las fuentes primarias utilizadas “Jurisprudencia de la Corte Constitucional 

Colombiana”  
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Como fuentes secundarias se utilizó “El desarrollo de la línea Jurisprudencial como 

elemento integrador de las decisiones jurisprudenciales” (JUAN GABRIEL TRUJILLO 

ARCILA, 2010) 

“Atención en salud para la población en situación de desplazamiento “ 

(O.P.S, 2004) 

La importancia de la jurisprudencia en Colombia ÁLVARO ANDRÉS MOTTA 

NAVAS - PH. D (2012). 

 

CONCLUSIONES. 

Para este tema se puede llegar a varias conclusiones a saber: 

Podemos apreciar a través de esta línea Jurisprudencial, la protección del  Derecho a la 

Salud de los Desplazados, se ha protegido por parte de la Corte Constitucional, a partir del año 

dos mil (2000), pues si bien es claro que el desplazamiento en Colombia viene desde los años de 

1940 y el Estado de Derecho se proclamó desde la Constitución Política de Colombia, para los 

gobiernos no ha sido de importancia, el tema de los Desplazados, y  es a partir de los 

pronunciamientos de las Cortes, que se ha dado la importancia que ello merece, creando políticas 

como es el caso de la sentencia T- 299 del 2009 la cual ordena la creación y registro único de 

desplazados, a fin de garantizar la protección a derechos fundamentales entre ellos el de la Salud. 

 

Se puede entonces considerar conclusión que el derecho a  la salud, paso de ser un 

simple conexo, a un derecho fundamental, debido a los múltiples pronunciamientos de los jueces 

con base a la alta demanda de tutelas que se presentan en Colombia, pero sobre todo, a los 

precedentes judiciales que ello han dejado a lo largo de la doctrina, mediante las interpretaciones 
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exegéticas y que permiten la creación de las líneas jurisprudenciales, que conllevan a sentar 

futuros precedentes sobre los nuevos fallos que se deban dar sobre el tema. 

 

De otro lado, podemos ver que la salud se reitera en la gran mayoría de sentencias, 

indicando su vulnerabilidad del estado frente a los desplazados, quienes aparte de soportar la 

presión por el abandonar sus tierras, su familia de manera forzada, también deben soportar el 

abandono del estado en cuanto a vivir dignamente se refiere, pues eso incluye tener un servicio 

de salud oportuno y accesible. 

 

APORTE PERSONAL 

Los desplazados son personas que han tenido que  sufrir el  haber sido  desalojadas 

violentamente de su tierras y por otro lado,  tener que llegar a lugares que son  totalmente 

desconocidos donde las costumbres son diferentes  y aún más difícil es llegar a partes donde la 

población civil  les demuestran indiferencia ante su situación, a pesar de que  en la actualidad se 

tiene tanto conocimiento de esta situación que golpea a  este país nos falta comprender  y 

entender que ellos son parte de nuestra sociedad  y  lo que necesitan es el apoyo tanto de las 

entidades gubernamentales como de la población civil para el restablecimiento de su vidas, 

respetándoles lo mínimo para tener una vida digna, la Corte Constitucional a través de sus 

pronunciamiento y siguiendo los principios consagrados de la Constitución Política de Colombia 

con respecto a la dignidad humana, la igualdad y la protección de las personas con 

vulnerabilidad, ha reconocido la importancia  de reparar  el daño a las víctimas del conflicto, así 

como lo determino la sentencia T-025 DE 2004,en la que se reconoce cuáles son los derechos de 

los desplazados  que han sido vulnerados y en los que garantizo los recursos económicos  para la 

protección de sus derechos, la oportunidad de salir  adelante de estas personas deben ser plenas 
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para que puedan construir el futuro de sus hijos que puedan dejar  atrás el sufrimiento que les 

causo el haber dejado sus tierras y todo aquello que conocían, contribuyamos   para  una 

Colombia mejor,  la invitación es que la población civil forme parte de la restitución de los 

derechos y la vida civil de esta población vulnerada para que puedan vivir una vida con dignidad. 

 

“La población desplazada en Colombia necesita fundamentalmente ser entendida, 

más que ser identificada, Los seres humanos solo podremos comprender aquello que tenemos, 

cuando realmente tengamos la capacidad de integrarnos a la realidad, y conviviendo en los 

zapatos de los demas” 
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